
Que reforma el artículo 186 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a cargo 
de la diputada Verónica Delgadillo García, del Grupo Parlamentario de 
Movimiento Ciudadano
La suscrita, Verónica Delgadillo García, diputada integrante del Grupo 
Parlamentario de Movimiento Ciudadano en la LXIII Legislatura del honorable 
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, 
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 
como en los artículos 6, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 
Diputados, somete a consideración del Pleno, la presente iniciativa con 
proyecto de decreto que reforma el segundo párrafo del artículo 186 de la Ley 
del Impuesto Sobre la Renta , al tenor de la siguiente
Exposición de Motivos
Una serie de programas sociales y políticas públicas se han venido enfocando 
en la atención de las personas adultas mayores, quienes indudablemente se 
encuentran dentro de un grupo bastante vulnerable, vulnerabilidad que se ve 
afectada de una manera exponencial cuando se combina con factores de 
pobreza.
Al ser una persona adulta mayor, lo ideal sería esperar ver reflejado el 
desempeño laboral en una jubilación plena y sin preocupaciones económicas, 
pero la situación socio-económica de nuestro país no ha podido alcanzar tan 
anhelado objetivo.
A consecuencia de lo anterior aún existe una fuerza laborar conformada por 
personas adultas mayores y que, por cuestiones de edad, cada vez les es más 
difícil poder acceder a un trabajo formal, razón por la cual actualmente en la 
Ley del Impuesto Sobre la Renta existen un tipo de estímulo fiscal para aquellas 
empresas que contraten a personas de 65 años y más.
Desafortunadamente las empresas formales continúan prefiriendo la 
contratación de personas jóvenes y con experiencia, lo cual no solo llega a 
afectar a aquellas personas de 65 años o más, sino que también a las personas 
que pasaron de los 40 años, ya que es muy difícil encontrar alguna oferta de 
trabajo que no pida como requisito estar dentro de un rango de edad en 
particular.
“Al igual que los jóvenes, los adultos mayores se han vistos fuertemente 
afectados por la falta de oportunidades de empleo estable y bien remunerado 
que actualmente caracterizan al mercado laboral mexicano. No obstante, 30.8% 
de adultos mayores continúa trabajando o en busca de trabajo. Lo anterior no 
responde, en gran parte, a una decisión voluntaria, sino principalmente a una 
necesidad económica.”i

Dentro del foro de organizaciones no gubernamentales y la segunda Asamblea 
Mundial de las Naciones Unidas sobre Envejecimiento, fueron presentadas las 



propuestas e iniciativas para la seguridad económica de los adultos mayores en 
América Latina y el Caribe.
Proponiéndose diferentes acciones en concreto, como incluir garantizar una 
protección social adecuada y un ingreso mínimo, así como facilitar el acceso al 
crédito y empleo, con el simple objetivo de promover una reinserción laboral.
De dicho documento sería trascendente citar algunas de las visiones que se 
tienen sobre el papel que desempeñan los adultos mayores, y que representan 
una mayor relevancia si se analiza el rumbo demográfico en el cual se dirige 
nuestro país.
“Todavía en algunos países de la región se sigue concibiendo a los adultos 
mayores en situación de mayor vulnerabilidad como simples objetos sociales 
los cuales deben ser atendidos mediante programas asistencialistas.”ii

“Esta concepción ha llevado en el pasado a la formulación errónea de políticas 
gubernamentales de carácter paternalista que invisibilizan al adulto mayor como 
un verdadero sujeto social capaz de seguir contribuyendo a la familia, la 
comunidad y la sociedad en general.”iii

“Para ingresar al debate de las políticas públicas y seguridad económica a favor 
de los adultos mayores, debemos reconocer y aceptar que las personas mayores 
seguimos siendo sujetos sociales con derecho a participar en la actividad 
económica de nuestras comunidades y de decidir en forma independiente sobre 
los asuntos que nos conciernen.”iv

Es de señalar que el fondo de la presente iniciativa no es catalogar a las 
personas que se encuentran entre los 40 y 64 años de edad como adultos 
mayores, pero si destacar que para cuestiones laborales existe una 
discriminación similar en el momento de contratación, ya que en la inmensa 
mayoría de las ofertas laborales imponen como requisito rangos de edad 
menores.
El presente proyecto de decreto se fundamenta en lo establecido principalmente 
por el quinto párrafo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, el cual establece que queda [...] “prohibida toda 
discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad , las 
discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos 
y libertades de las personas.”[...]
Aunado a que en el mismo artículo en su primer párrafo se señala que en 
México [...] “todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos 
en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio 
no podrá restringirse ni suspenderse” [...]v



Por lo que este Poder Legislativo, [...] “en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad.” [...]vi

Así como por la obligación establecida en el segundo párrafo del artículo 25 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: [...] El Estado velará 
por la estabilidad de las finanzas públicas y del sistema financiero para 
coadyuvar a generar condiciones favorables para el crecimiento económico y el 
empleo. [...]
El fundamento legal del combate a la discriminación, claramente establecido en 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, también se replica en 
sus leyes federales, como es el caso de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar 
la Discriminación, donde se define como [...] “toda distinción, exclusión, 
restricción o preferencia que, por acción u omisión, con intención o sin ella, no 
sea objetiva, racional ni proporcional y tenga por objeto o resultado 
obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o 
ejercicio de los derechos humanos y libertades, cuando se base en uno o más de 
los siguientes motivos: el origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el 
sexo, el género, la edad , las discapacidades, la condición social, económica, de 
salud o jurídica, la religión, la apariencia física, las características genéticas, la 
situación migratoria, el embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias 
sexuales, la identidad o filiación política, el estado civil, la situación familiar, 
las responsabilidades familiares, el idioma, los antecedentes penales o cualquier 
otro motivo” [...]
En el mismo sentido de lo anterior, a nivel internacional podemos encontrar en 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos que [...] “todos los seres 
humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos” [...]vii y particularmente 
en su artículo 23 el cual señala que [...] “toda persona tiene derecho al trabajo, a 
la libre elección de su trabajo, a condiciones equitativas y satisfactorias de 
trabajo y a la protección contra el desempleo” [...] incluyendo: [...]“una 
remuneración equitativa y satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, 
una existencia conforme a la dignidad humana” [...]viii

El simple hecho de que exista una protección tácita respecto a la igualdad de 
derechos y oportunidades de las personas, prohibiendo en todo momento 
cualquier tipo de discriminación incluida la ocasionada en cuestiones laborales 
por la edad, se corrobora el gran sentir de muchos mexicanos que se encuentran 
en una edad donde es casi imposible obtener algún trabajo.
Ya que cada vez es más común encontrarse con una oferta laboral con requisitos 
específicos de edad, donde muchas veces no son demandados los servicios de 



personas que se encuentran por arriba de los cuarenta años de edad, dejando 
fuera a una fuerza laboral que demanda mejores condiciones laborales.
México se caracteriza por tener una población inmensamente joven donde el 
cincuenta por ciento son personas menores de veintisiete años, según datos 
arrojados por la “Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica 2014” por 
parte del Instituto Nacional de Estadística y Geografía en conjunto con el 
Consejo Nacional de Población.
En dicha encuesta podemos encontrar que a pesar de que México tiene un gran 
bono demográfico, por la gran número de niños y jóvenes, el país también se 
encuentra dentro de una tendencia ligera de envejecimiento, del 2010 al 2014 el 
porcentaje de personas de 30 a 59 años de edad ha aumentado, de un 34.4 a 
36.6 por ciento, de igual forma está sucediendo con las personas que tienen 60 
años y más, pasando de un 9.1 a 10.9 por ciento.ix

También podemos encontrar que en el país hay un poco más de 37 millones de 
personas que tienen más de 40 años de edadx quienes representan un 30.96% de 
los mexicanos; y que para términos específicos de la presente iniciativa es de 
señalar que hay 29 millones 76 mil personas en el rango de 40 y 64 años de 
edad y quienes representan al 24.28 por ciento de la población.
En el entendido de que las personas de 40 a 64 años se encuentran todavía 
catalogadas como en una edad económicamente activa; que representa gran 
porcentaje de la misma población con un casi 25 por ciento; y que 
indudablemente aquellos mexicanos forman parte de una gran demanda laboral 
donde su principal objetivo es obtener un bienestar e incremento en su calidad 
de vida se propone lo siguiente.
Actualmente podemos encontrar el siguiente texto vigente en la Ley del 
Impuesto Sobre la Renta:
“Artículo 186. El patrón que contrate a personas que padezcan discapacidad 
motriz y que para superarla requieran usar permanentemente prótesis, muletas o 
sillas de ruedas; mental; auditiva o de lenguaje, en un ochenta por ciento o más 
de la capacidad normal o tratándose de invidentes, podrá deducir de sus 
ingresos, un monto equivalente al 100% del impuesto sobre la renta de estos 
trabajadores retenido y enterado conforme al Capítulo I del Título IV de esta 
Ley, siempre y cuando el patrón esté cumpliendo respecto de dichos 
trabajadores con la obligación contenida en el artículo 12 de la Ley del Seguro 
Social y además obtenga del Instituto Mexicano del Seguro Social el certificado 
de discapacidad del trabajador.”
“Se otorgará un estímulo fiscal a quien contrate adultos mayores, consistente en 
el equivalente al 25 % del salario efectivamente pagado a las personas de 65 
años y más. Para estos efectos, se deberá considerar la totalidad del salario que 
sirva de base para calcular, en el ejercicio que corresponda, las retenciones del 



impuesto sobre la renta del trabajador de que se trate, en los términos del 
artículo 96 de esta ley.”
La propuesta se centra en el segundo párrafo del artículo anteriormente citado, 
respecto al porcentaje que se puede acceder como estímulo fiscal para aquellos 
patrones que contraten a personas adultas mayores considerando dos rangos de 
edad, de 40 a 64 años y de 65 y más.
Para el primer rango de edad se propone que los patrones que contraten a 
personas entre las edades de 40 a 64, puedan acceder a un estímulo fiscal 
equivalente al 25 por ciento del salario efectivamente pagado y al 50 por ciento 
del salario efectivamente pagado a las personas de 65 años y más.
Por lo anteriormente expuesto, se somete a su consideración, la presente 
iniciativa con proyecto de
Decreto que reforma el  segundo párrafo del  artículo  186 de la  Ley del 
Impuesto Sobre la Renta
Artículo Único: Se reforma el párrafo segundo del artículo 186 de la Ley del 
Impuesto Sobre la Renta, para quedar de la siguiente forma:
Artículo 186.  El  patrón que contrate  a  personas que padezcan discapacidad 
motriz y que para superarla requieran usar permanentemente prótesis, muletas o 
sillas de ruedas; mental; auditiva o de lenguaje, en un ochenta por ciento o más 
de  la  capacidad  normal  o  tratándose  de  invidentes,  podrá  deducir  de  sus 
ingresos, un monto equivalente al 100% del impuesto sobre la renta de estos 
trabajadores retenido y enterado conforme al Capítulo I del Título IV de esta 
ley, siempre y cuando el patrón esté cumpliendo respecto de dichos trabajadores 
con la obligación contenida en el artículo 12 de la Ley del Seguro Social y 
además  obtenga  del  Instituto  Mexicano  del  Seguro  Social  el  certificado  de 
discapacidad del trabajador.
Se otorgará un estímulo fiscal a quien contrate adultos mayores, consistente en 
el  equivalente  al  25  por  ciento  del  salario  efectivamente  pagado  a  las 
personas de 40 a 64 años y 50 por ciento del salario efectivamente pagado a 
las personas de 65 años y más . Para estos efectos, se deberá considerar la 
totalidad  del  salario  que  sirva  de  base  para  calcular,  en  el  ejercicio  que 
corresponda, las retenciones del impuesto sobre la renta del trabajador de que se 
trate, en los términos del artículo 96 de esta ley.
Transitorios
Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación.
Segundo.  Los  estímulos  fiscales  aplicados  al  salario  efectivamente  pagado 
establecidos  en  el  presente  decreto,  serán  aplicables  a  los  nuevos  empleos 
generados a partir de la entrada en vigor de éste decreto.



Tercero. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan al presente 
decreto.
Notas
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vii Artículo 1° de la Declaración Universal de los Derechos Humanos www.un.org 
viii Artículo 23 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos www.un.org
ix Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica (ENADID) 2014www.inegi.org.mx 
x Indicadores Sociodemográficos www.conapo.gob.mx
Poder Legislativo de San Lázaro, a 1 de septiembre de 2015.
Diputada Verónica Delgadillo García (rúbrica)


